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E ntre las cuestiones transversales que afectan 
al diseño y configuración de un modelo de fi-
nanciación autonómica en España, y por la 

que parece va a transitar la reforma parcial del siste-
ma de financiación ante la falta de consensos mayo-
res, está la vidriosa cuestión de la valoración de los 
costes en la prestación de servicios con el fin de es-
tablecer unos índices de necesidad por comunidad 
autónoma.  

Para enfrentar este tema, debemos hacer refe-
rencia al concepto de equidad horizontal. Este prin-
cipio afirma que distintas personas con igual capa-
cidad de pago e idénticas necesidades deben ser tra-
tados de forma equivalente o similar por el sector 
público, con independencia del lugar en que resi-
dan. Si dos individuos con el mismo nivel de renta y 
de necesidades residen en áreas con diferentes cos-
tes unitarios de prestación de servicios, se puede es-
perar que pagos impositivos iguales les proporcio-
nen distintos niveles de servicios. Dos individuos 
iguales afrontarán situaciones distintas en términos 
de las diferencias entre el valor de los beneficios re-
cibidos y los impuestos pagados. Este resultado se-
ría contrario al principio de equidad horizontal. Las 
causas de los desequilibrios fiscales horizontales 
pueden ser: 
L Diferencias entre los niveles de gobierno regiona-
les en los costes unitarios de provisión de los servi-
cios públicos. 
L Diferencias entre los niveles de gobierno regiona-
les en las necesidades de provisión de los servicios 
públicos por habitante (insularidad, pirámide po-
blacional, densidad, etc.). 

Evitar este efecto o corregirlo justifica la utiliza-
ción de las llamadas transferencias niveladoras. En 
puridad, dichas transferencias deberían aplicarse a 
nivel de las personas individualmente considera-
das, pero esta solución no es viable en la práctica 
por su extrema complejidad. Por esta razón, las 
transferencias niveladoras son de carácter intergu-
bernamental, tendiendo a asegurar que cada región 
pueda alcanzar el nivel de prestación de servicios 
que se determine, con independencia de su capaci-
dad fiscal. Se trata de evitar, por tanto, que las regio-
nes con menos potencial económico se encuentren 
en la situación de tener que prestar un nivel de ser-
vicios públicos inferior, o bien tener que hacer que 
sus habitantes incurran en un esfuerzo fiscal mayor 
para alcanzar un mismo o similar nivel de servicios 
al que disfrutan los habitantes de otras regiones. 

En el vigente sistema de financiación autonómi-
ca, el indicador de la necesidad de gasto es, funda-
mentalmente, la población ajustada. El resultado de 
este mecanismo es una nivelación total sobre los 
servicios escogidos; es decir, que los recursos que 
deben cubrir los servicios básicos del Estado del 

bienestar sean iguales en términos de población 
ajustada. 

Complejidad y riesgo de opacidad 
La aplicación práctica de una transferencia nivela-
dora exige elaborar unos índices relativos de nece-
sidades de gasto. Éstos podrían plantearse a partir 
de la descomposición en una suma ponderada de 
índices de necesidades de gasto elaborados para ca-
da uno de los programas de gasto cuyas competen-
cias tienen asumidas las autonomías. Podemos defi-
nir las necesidades de gasto de una comunidad au-
tónoma, en relación a determinado programa, co-
mo función de la población, la proporción de usua-
rios potenciales y valores determinados por facto-
res ajenos al control de la comunidad autónoma: 
provisión de servicio (definido en unidades de 
output por usuario), utilización de recursos y coste 
unitario del input en la comunidad. Evidentemente, 
cuanto más detallada y concreta sea la metodología 
que se utilice para determinar los costes en la pres-
tación de servicios públicos por parte de las CCAA, 
mayor complejidad y riesgo de opacidad se intro-
duce en el sistema. 

Ante las dificultades para la estimación directa de 
las necesidades de gasto, una alternativa obvia sería 
revisar la definición de población ajustada para que 
refleje el principio de unidad de necesidad de forma 
más uniforme en todos los territorios. El concepto 
de población ajustada del modelo actual no respon-
de a un estudio riguroso de necesidades (como han 
realizado países como Australia), sino a unas ponde-
raciones que intentan reflejar las diferencias en ne-
cesidades y en costes de ofrecer los servicios básicos. 
Así, se intenta ajustar por la pirámide poblacional 
para tener en cuenta los colectivos que requieren 
mayor gasto, jóvenes en edad escolar o personas ma-
yores con necesidades de atención sanitaria superio-
res a la media. Se corrige a su vez por superficie y dis-
persión, pero no se corrige en cambio por conges-
tión o por diferencial de coste de los servicios de 
acuerdo al IPC regional. Un estudio riguroso sobre 
esta variable de ponderación podría mejorar el cál-
culo actual de las diferencias en necesidades. 

Alternativamente, se podría adoptar la población 
(sin ajustar) como variable de distribución del Fon-
do de Garantía. Esta alternativa simplifica el mode-
lo, y le añade transparencia. Obvia la dificultad de 
elaborar una variable que mida correctamente la 
unidad de necesidad. A su vez, elimina arbitrarieda-
des en la ponderación, como introducir la variable 
dispersión pero no corregir por IPC. 

Se trata de un tema no neutral, ya que, tanto en el 
caso de la metodología de estimación directa de las 
necesidades de gasto o de revisión de la definición 
de población ajustada, juegan intereses regionales 
encontrados resultando muy complejo, en este sen-
tido, encontrar un mínimo común denominador 
que satisfaga a todos y permita cierto consenso en la 
determinación de un tema central en la nivelación 
financiera entre autonomías.
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C ulminada la evacuación de las 
tropas norteamericanas y alia-
das, que pone fin a la ocupación 

de Afganistán 20 años después, vienen al 
caso las palabras de Winston Churchill 
tras el épico rescate de los soldados bri-
tánicos en las playas de Dunkerque. 

Después de calificarlo como un desas-
tre militar de colosal magnitud, se dirigió 
a sus compatriotas con un discurso en el 
Parlamento en el que dejó dicho: “He-
mos de procurar no tratar este rescate 
como si fuera una victoria. Las guerras 
no se ganan con evacuaciones. Nunca 
nos rendiremos”. 

El mundo ha estado pendiente de una 
escenografía cinematográfica en el plató 
de un aeropuerto lejano, escenario de la 
frenética estampida de los afortunados 
que han logrado subirse a un avión, hu-
yendo del infierno afgano, tras el de-
rrumbe del gobierno y el ejército en diez 
días. No lo han logrado todos los que 
proporcionaron, durante ese tiempo, 
apoyo a las fuerzas e iniciativas occiden-
tales (traductores, intérpretes... y fami-
lias), ahora en peligro al estar marcados 
por los talibanes por su colaboración con 
los invasores. 

Tras irrumpir en el perímetro del ae-
ropuerto de Kabul, un terrorista suicida 
consiguió una victoria táctica contra el 
Ejército más caro y poderoso del mundo, 
causando cientos de heridos y muertos, y 
augurando, abruptamente, el final del 
éxodo consentido por los talibanes. 

El presidente de EEUU, Joe Biden, 
que no oculta su aversión a dar explica-
ciones a la prensa, compareció –sombrío 
pero decidido– jurando venganza: “No 
perdonaremos, no olvidaremos. Os ca-
zaremos y os haremos pagar”. La adver-
tencia presidencial, que no tardó en ma-
terializarse, parecía dirigida a los opera-
dores de drones de la CIA. 

La deserción de Bagram 
Realmente, la retirada de las tropas ocu-
pantes había comenzado en la noche del 
jueves 1 de julio, con el sigiloso abandono 
–sin previo aviso a los afganos– de la es-
tratégica base aérea utilizada por los es-
tadounidenses en la guerra contra los ta-
libanes. Este desistimiento, incompren-
sible y sin pestañeo, envió a unos y a 
otros un claro mensaje: no sólo abando-
naban la base aérea, sino también a las 
tropas afganas. Al cortar la electricidad y 
no revelar la hora exacta de la dejación 
del fortín, se hacía patente la desconfian-
za en los mandos, al tiempo que se deja-
ba en la estacada a las tropas afganas. 

La respuesta no se hizo esperar. Cuan-
do el comandante afgano descubrió que 
las tropas estadounidenses se habían 
marchado horas antes, la base ya había 
sido saqueada. 

Los mandos norteamericanos tenían 
previsto que Bagram fuera utilizada por 
las fuerzas de seguridad locales, que iban 
a encargarse de retomar la lucha contra 
los talibanes. Pero la evasión acentuó 
una sensación de incuria, que fue cre-

ciendo desde el acuerdo del mes de fe-
brero de 2020, cuando el entonces presi-
dente Donald Trump pactó con los tali-
banes retirar las tropas de Afganistán. 

A las fuerzas terrestres afganas les 
preocupaba operar sin la protección de 
los efectivos aéreos y los servicios de in-
teligencia estadounidenses. Quedaba 
arruinada la sensación de seguridad que 
habían tenido con las fuerzas ocupantes 
durante dos décadas de cooperación. 

En pocas semanas, gran parte de las 
unidades del ejército afgano, equipadas 
y entrenadas por Estados Unidos, se rin-
dieron sin apenas resistencia, lo que per-
mitió a los talibanes tomar Kabul en una 
ofensiva cuya velocidad dejó atónitos a 
Washington, a los aliados de la OTAN y 
al propio grupo islamista. 

La desafortunada decisión táctica ten-
dría sus consecuencias, ya que, a partir 
del acuerdo de salida, que no de paz, uni-
do a la forma precipitada con la que se 
llevó a cabo la retirada, motivaron los 
males que siguieron. Evacuar el aeródro-
mo de Bagram (situado a una hora de 
Kabul), que fue la principal base militar 
norteamericana en Afganistán, antes de 
evacuar a todo el mundo, supuso el prin-
cipio de la retirada. 

Una decisión indefendible 
Aun cuando la herencia que recibió fue 
un regalo envenenado de sus predeceso-
res, con tan sólo seis meses en la Casa 
Blanca no fue fácil para un presidente 
emotivo y curado de espanto (que se ha-
bía enfrentado a calamidades peores en 
su vida) justificar una decisión indefen-
dible, de la que no se disculpó, como fue 
ordenar la vuelta de las tropas a casa de-
masiado pronto cuando a los militares y 
a la seguridad les quedaban importantes 
tareas por cumplir en Afganistán. 

Con lo sencillo que hubiera sido decir: 
nos iremos cuando estemos listos y nos 
llevaremos a todos los estadounidenses y 
a los afganos que quieran venir con noso-
tros. ¿Por qué se impuso como fecha lí-
mite el 31 de agosto? 

Ahora precisa la ayuda de los talibanes 
para sacar a los que aún quedan. De ahí 
que su contraataque a las críticas que le 
llueven se centre en mostrar –de forma 
desafiante– su confianza en ese socorro, 
insólito e incómodo, aunque crucial y, en 
todo caso, apuesta arriesgada por la que 
podría pagar un alto precio político. 

Los recalcitrantes conservadores, que 
aún no han digerido el cambio en la Casa 
Blanca, han expresado así sus sentimien-
tos: “Por muy desgarradoras que sean las 
imágenes del aeropuerto de Kabul, la 
compasión por los refugiados afganos es 
un lujo que los estadounidenses simple-
mente no pueden permitirse”. 

Ante el mundo, la política de Biden ha 
exteriorizado un país a la vez vacilante e 
impulsivo. Pero mientras el pensamien-
to mágico estadounidense insista en ser 
un “constructor de naciones” global, pa-
ra justificar la pujante economía del 
complejo militar-industrial, tendremos 
un Afganistán para que cada generación 
‘experimente’. 

¿Las únicas dos opciones eran perpe-
tuar una “guerra para siempre” o antici-
par una atropellada “capitulación total”? 
Churchill tenía razón.
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